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Notr C-072-22

l.iccnciado
Josó Batista
Ministro, Encargado

Ministerio de Vivienda y Ordenamicnto Territorial.
Ciudad.

Rcl.: Viabilklatl jurirlica rlc tlcrognr cl l)ccrrto lijt',cutivo No.l2 dc 6 rlc fcbrero dc 2019 ¡
dc rcvocar cl Acucrtkr enlrc cl Minislcrio tle Vivicntla y Ortlcnamicnto 'l'crúlorinl ) l¿§

lirnrili¡rs alt'ct:td¿rs.

Scñor Ministro:

Me dirijo a usted en ocasión a dar rcspuesta a la nota DS-A[,-341-2022, recibida cn estc Dcspacho cl l3
dc abril de 2022. mediante la cr,ul sc consulta a csta l)rccuraduría sobre la viabiliclad jurídica dc quc cl

Dccrcto Ejecutivo No.l2 de 6 dc l'cbrero de 2019. dictado por el Prcsidcnte de la República y el Ministnr
tlc Vivicnda v Orrienarnicnto 'ltrritorial. sea derogado: ¡'dc dejar sin clbcto cl Acucrdo suscrito etrtrc cl

Ir4inistcrio 1, las lirnrilias albctaclas por la inuntlaci(rn acaccida cn cl año 2018. cn la barriada Plaza

Valcncia. corrcg,irlicnto dc Ilrrrcsto ('(rrcloba. distri«r y provirrcia dc l)ananrá.

Sobrc lo consultado es la opinión dc este Despacho c¡ue no sería proccdente la aplicación en sctle

administrativa del procedirniento de anulación dc los actos administrativos establecido cn cl

articulo 52 y/o sigrientes de la Ley No.38 dc 2000. habida cttcnla que el trámite respectivo )'a
se surtió y cuhninó con la emisión de actos administrativos quc reconocen dcrechos subjetivos.

Adernás. de acucrdo con el numcral 2 del artículo 206 de la Constitución Politica. desarrollaclcr

por cl artículo 97 del Código Judicial, corrcsponde a la Sala Tercera de lo Contenciostr
Administrativo dc la Cone SLrprcma dc Justicia anular los actos acusados de ilegalidad: por lo
que debc entendcrsc que le compcte a ésta decidir st¡bre la anulación del Decreto [ijecutivo N'12
dc 6 dc lcbrcro dc 201 9: dc las l{csoluciones No. l 29 -201 9 y No. l 30. ambas de l4 dc fbbrero dc 201 9 y

dc los Acuerdos suscritos co¡r los damnillcaclos a los cualcs alude su consulta, por cualquicr
presu¡rto vicio de ilegalidad del cual adolezcanl siendo que en los dos írltimos casos, la única
vía para dejarlos si¡r electo en sede administrativa scría su revocatoria, con litndamento en cl
anículo 62 de la Lcy No.38 dc 2000.

A continL¡ación. lc cxtemamos los argumentos y lundamcntos jurídicos que nos pe rmiten arribar a csta

opin ión.

l:s importante cn primcra instancia indicarle que. la conlestación brindada a través de la presente

consulta. no constituye un pronunciamiento dc fbndo. o un criterio .iurídico concluycnte que delerminc

una posición vinculante cn cuanto al tenra consultaclo: no obstante y de lbrma objctiva. nos permitinros

contcstarle en los siguientes ténninos:
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l. Antccedentcs.

tln cl año 201 8. la ba¡riada Plaz¡ Valencia. localiz-ada cn cl corrcgimiento dc l:rnesto Córdoba. distrito ¡
provincia de Panamá. se vio alectada por una inundación debida al colapso del sistema sanitario.

Mediante nota SINAPROC-DPM-NoIa- I 80 de 3 de diciembre de 201 8, cl Sistema Nacional dc

Protección Civil (SINAPROC). recomendó la demolición de las viviendas construidas sobrc los lotcs

No.456 y No.457; medida que ñre ordenada por el Minislcrio de Obras Pirblicas. con cl objetivo dc

rcaliz¡r los trabajos dc rcparación de las tubcrías colapsadas. Los propictarios dc cstas vivicudas

mantcnían una relación dc índole privado con la pnDmotora del proyecto y un financiamiento con las

respcctivas entidadcs bancarias.

lil Organo lijccutivo cmitió asimisrno el l)ccrcto lijccutivo No. |2 de 6 de I'cbrcro dc2019 "l\¡r al Luol

se aprucbo el prgo dc nrut :subvención hobilttcional p«r« dos (2) grupos tle .lumilia.s damni/icadu.v en al
«)rreg¡mienlo ¿le Ernesk¡ Córdoba, distrito de Pununrú, provinciu de l\mumd v se diclan olru.s

dis¡xtsit'iones de inlerés sotk ": se dictaton las n:sollrcioncs No.l29-2019 dc l4 dc lcbrcro dc'2019 (a

lavor tlel propietario dc la c¡sa construida sobrc cl lolc No.,l56) ), No. I 30-20 | 9 dc l4 dc fbbrcr o dc 201 9

(a lhvor tlcl propietario clc la casa aneja al lotc No.457). por las cuales se tevuclvc otorgar la subvcncion
por la sutra dc sescnta mil balboas (t)/.60.000.00) y sc sLrscribicron acucrdos con cada propietarit¡. cn los

cpre el listado se compromctió a otorgarlcs dicho benclicio y los afbctados. por su parle. dan su anucncir

a la dcmolición de sus viviendas por parte del Ministerio de Obras Públicas; se comprometen a traspas¿lr

cl tistado el terreno conrspondientc y rcnuncian a toda rcclamación, acción o pretensión judicial o
extrajudicial. pasada o f'utura que guarde rclación con los inmuebles alcctados por la inundacitin.

manilbslando asimismo no haber sufiido pcriuicios dc ninguna naturaleza al suscribir tales acucrdos.

No obstante. la Contraloría (leneral clc la tlcpública mccliantc Nota No-1557-19-DI]G dc I dc abril clc

2019. ncg(r el refi"cndo dc los pagos corrcs¡rndicntcs, con l'undar¡ento en cl ar1ícL¡lo 77 de la l-c¡ No.i2
tle 198.1. ¡rr consiclclar. cntrc otras raT.ollcs. cluc se trutaba dc una relaci(rn de i¡rdolc privado quc cichír

rcsolvcrsc cn los tribunalcs conrpc(cntcs. scñalando asinrismo quc la sunra dcbía scr sustentada nrcdiantc

los avaliros concspondicntcs.

Ill MlVlo'l'lambién realizó una investigaci(rrr intema pudicndo constatarsc c¡Lrc el propielario dc una clc

las viviendas alectadas poseía otra vivicnda inscrita a su lávor en el Rcgistro Público de Panar¡ir:

mientras que el otro propietario. cancckl cl gravamen pcnl pcrdió la vivienda y no mantiene una.

lln ate ncirin a lo indicaclo. cs cl intcrts dcl MlVlO l' dctcnrrinar la viabilidad .iurid ica de quc cl I)ccrctr)
l:iccLrtivo No.l2 dc 6 de lcbrcro cle 2019. dictado por cl l)rcsidcnte dc la I{cpública y cl Ministro de

Vivienda y Oldenanricnto 'l'elritorial ssa dcrogado: y dc clcjar sin efbcto las resoluciones dictadas en

c'lccLrcirin dc la nris¡¡a y los acucrdos suscritos entrc dicho cnte ministerial y las lámilias afiictadas.

Asinrismo. sc plantca la psibilidad dc brindarlcs una solución habitacional a cstas lamilias. dcntro dc

los plogmmas del Ministcrio, quc no inrpliquc el desenrbolso de una suma indcmniz¡toria conro lo
prevé el [)ecreto lijecuivo No. l2 de 6 dc f'cbrcro de 20 | 9.

ll. ('onsidcracioncs Y argunlcntos iurítlicr¡s de cst:r l'nrurlduriu.

[:n lo concernicntc a la ¡rsibilidad dc derogal cl Dccreto l-jccutivo No.l2 dc 6 dc febrero dc 2019.

dictatlo por cl l)rcsiclcnte dc la Rcpública y el Ministro dc Vivicnda y Ordcrramicnto Terrircrial: y dc
dcjar sin cli:cto las llcsolLrciones No.I29-20I9 y No.I30-2019. al igual quc lt¡s ¿rcr.rcrdos suscritos cntrc
cl MIVIO'I'y los danrnilicatlos por las inurrdacioncs acacciclas cn cl año 2018 cn la barriada l)l¿rza

Valcncia. clcbo inclicarlc c¡uc cl anículo l5 del Cticligo Civil. en concordancia con el artículo 46 dc la [.c¡'
No.38 dc 3l de julio dc 2000. sobrc Procedimiento Adrninistrativo General, consagran el Principio dc
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l)resL¡ncitin tlc'l-cgalidatl de los Actos Adnl inistnrtivos. cl cual prolbsa t¡rrc las rirlenes t denr¿is actos

¿¡dnrinistrali"os crr Iirrne (es decir'. aclLrcllos contra los cLralcs no cat.r tcculso alguno). tlcl (lL¡t¡ierno

('cnlr¡l Lr clc Ias cntitlatlcs dcsccrrtralizrdas cic canictcl individLral. liencn fucrza obligatoria innrcdiirta,

v sertin aplicados nricntras sus cfcctos n() scrn suspen(litlos, no sc tlcclarcn conlrlrios a lit

Constitución I'olitica, a h lcy o ¿ los reglanrcntos gcncrllcs por los tribunales com¡rctcnlcs. l)ichtr
principio, catr,e observar. ha sido reconociclo pol la Sah 'lcrcera dc Ia Coflc SLtprctna dc Justicia crt

reiterada jurispnrdcncia. 1

A lo indicado cabe agregar que, de conlormidad con el artículo 62 de la Ley No.38 de 2000, las

entidades públicas solamente podrán revocar o anular de oficio una resolución en firme en la
quc se reconocen o declaran derechos a lavor dc tcrccros. en los siguientcs supuestos:

Dicha norma igualmente prevé que contra la decisión de revocatoria o anulación. el interesado
puede interponer, dcnlro dc los términos correspondientes. los recursos que le concede la lcy:
indicando. asimismo. que la lacultad de revocar o anular de oficio un ac(o administrat¡vo no
irnpide que cualquier tercero interesado pucda solicitarla. lundado en causa legal, cuando cl
organismo o flncionario adrninistrativo no lo haya hccho.

lln cl caso cspecífico quc nos ocupn! a juicio clc cstc Dcspacho no scria proccdcntc l¿l

aplicación cn scdc rtlminislrativa tlcl procctlirnicnto dc anulilción es(ablecido cn el
artículo 52 .t'/o siguienlcs dc la Lcy 38 dc 2000, habida cucn(a quc cl trilmitc rcspcctil'o vn
sc surtió ¡ culminri con la cmisión dc actos atlnr inisl ralivos quc rcconoccn dercchos
subjclivos. Adcntíts. cle i¡ct¡c'rdo corr cl nurrcr¡l 2 tlcl aItículo 206 dc- la ('onstitucitin [)olítica.
tlesarrollado pol cl altículo 97 dcl (-titligo .lLrclicial. corresponclc a la Sala I'ercera dc kr
(ontcncioso Aclnrinistrativo dc la Colte Suplenrl clc JLrsticia qrrular_lqr¡ actos acusatlos cle

' Vcr scntcncias de I I dc nrarzo dc 2014.27 dc abril dc 2009 y irulo de I2 noviernbre cic 2008

No obstante, según se desprende del contcnido dc la nota rcmitida, la razón por la cual la
cntidad a su cargo busca delogar o en su caso dcjar sin electo los actos administrativos arriba
n¡cncionados. son las inconsistencias detcctadas por la Contraloría Gcnclal de la República y
cluc rrotivaron cl rcclrazo dcl rcñ'endo dc los pagos corrcspondicnl.es. al igual quc los hallazgos
cluc arrojalorr las invcstigaciorres rcalizadas por c1 MIVIO'l'; sicndo así c1Lrc. a juicio dc estc
Despacho, algunos dc cstos reparos podrían configurar', cuanto mcnos. scndas "inlraccioncs al

ordenamiento jurídico".

Al tenor del artículo 52 de la Ley No.38 de 2000, los actos administrativos incurren en vicio dc
nulidad absoluta cuando: l) Así esté expresarncnte determinado por un norma constitucional o
legal: 2) Se dictan por autoridadcs incompetentest 3) Su contenido sea impos¡ble o constitutivo
dc'delito:4) Sc dictan con prescindencia u omisión dc trámites f'undamcntales que impliqucn
violación dcl debido proccso legal; y, 5) Craven, condenen o sancioncn por un tributo fiscal. un

cargo o causa distirrtos dc aquellos que hrcron li¡rnrulados al intercsado. l-l I artículo 5l dc la
rnisrra exccrpta. prevé qLrc t'ucra de los supucstos señalados. será meromente unulablc. fodr..

acto que incurra en cualquier infrac'ción del ordentmiento lurídico, incluso la desviación dc
poder.

l. I:'alta dc coln pctenc ia.

2. l)eclaracioncs o aportación dc prucbas I'alsas.

3. Consentimicnto del a lectaclo.
4. Cuando así lo d¡sponga una ley cspccial.



Nota C-072-22
Pá9.{

ilc ¡ lidad i por lo quc dcbe cntcnclcrsc cluc Ie coÍnpcte a ésta decitlir sobre la antllacitin clel

Decreto Ejecutivo No. l2 de 6 de febrero de 20 I 9. de las Rcsoluciones No. I 29-2019 y No. 130-20 I 9 y

de los acuerdos suscrilos entre el MIVIOI'y los darnnilicados por las inundaciones mencionaclas, pol
cualquier presunto vicio de ilegalidad del cual adolezcan. De lo indicado también se desprcndc
que la anulación de lalcs actos adm in istrativos, no operaría de oficio, sino que dcbe dc¡¡andarsc
su nulidad anle la autoridad judicial cornpctcnte.

Así lo ha cxprcsado la Sala 'f'crccra clc la Cortc SLrprcma de Justicia. cn scntenc¡as dcl I I clc'

tlicicnrbrc dc 2008.4 de mayo dc 2010 ¡' l5 de octubre dc 2010. lln ósta última. dicho tribunrl
dc jLrsticia. prccisó:

Así los hechos, clararncnte evidencia que al existir Ltn dcrcclro
subjctivo conl'erido por un acto administrativo. como lo li¡c cl acto
por el cual se conccdi(r c'l Certificado de Operación para la
prc'slación del scrvicio dcl transportc tcffestrc cn ciudad dc
Panamir. a la socicdacl ITCONO-l.llASlNC, S.A. (hoy li('ONO-
ITINANIAS. S.A.). cn cl año 1998. nrcdianlc la Resolucitln No

020092 dc 27 de noviernbrs dc 1998, sl Adnlinislrado adqLricre un

derecho que crea una sitLración de exclusividad que podrá oponer
contra la Administración cuando se exceda en sus facultadcs.

En virlud de lo anlcs scñalatlo, la Adminislración dcbc
rccurrir n Ia vía jurisdiccional ortlin¿rria, a fin dc anul¿¡r sus
propios actos quc confieren esos dcrcchos. Sostiene Jairne'Vidal
I)crdrrnro quc "el rcspc'lo a las silLracioncs jLrrÍdicas crcatlas o
dclinicl¡s ¡xrr los aclos adnrinistratiros ptre'tlc sel tal quc se hagan

ilrcvt¡cables ¿lunquc scar ilcgalcs. I:n cl tlerecho lispañol se

dcnonrina recurso dc lcsividad cl qtrc puede intcrponet la

Adnrinistración ante los jucccs coirtlil su5 propios ;rclos t¡Lrc

declaran derechos antc la inrposibilidad que encucntta de

levoc¿¡¡ los direclanrentc....cn algunos casos esos dcrcchos son
asinrilables al dcrccho dc propicdatl ¡, cs dablc exigir. para scr
privados dc ellos, ley quc los dcclarc dc utilidad pública e

i¡rdernnización: pcro cslos tlerechos pLrctlcn haberse adqrrirido de
lbrr»a ilcgal. por lo quc se nrenciona quc p¿rra qLre cl acto sca

incvocrblc cl bencllciario debc scl dc bLrena It" (VIt)Al-
I'UilX)MO. Jainrc. I)clccho Arlrriristlutiro- liclitt¡rial Icrnis-
S.A., Déci¡na Edición, Bogotá. Colombia, I9t)4. Pág 143).
(... )". (llesaltado dcl Despacho)

Es claro así quc la acción de nLrlidacl cs un mecanisrno procesal con qlrc cuentan tanto la

Adrninistración Pública conro el intercsaclo. para oblcncr la declaración dc la nulidad dc Lrn acto
rdministrativo y para quc se restablczc¿r cl orden juríciico c¡ucbrantado. en sede judicial.

I)o[ lo tar']lo. de constalalsc quc al cmilirsc cl Dccrcto I:jccutivo No.l2 clc 6 dc fbbrcro dc 2019. las

I{csolL¡cioncs No.l29-2019 y No.l30-2019 y al suscribirsc los acLrcrdos cntrc cl MIVIO'I y los

danrnillcados por la inLrnclación de la ban'iacla Plaza Valcncit. sc incurriri cn alguna causal dc nuliclacl

absoluta. o cn alguna inliacción dcl orclcrranricnlo _itrríclico. incluso Ia clcsviación de podcr. lo
proccdente sería dcr¡andar la anulaciirn clc tales actos adtrrinistrativus 0ntc la Cortc Suprctna dc

"(..)



Justicia. con lundamento cn los ar1ícLrlos 51.52 y/o 53 de la Lcy No.38 de 2000. cn

concordancia con cl nur¡cral 2 del arrículo 206 cle la Constitución l)olitica. cl artícr¡lo 97 dcl
(iódigo .ludicial y 42 l) de la Lcy 135 dc 1943.

Sirr crrbarjo. cn el caso cspccífico dc las resolucioncs v acuerdos mcncionadt¡s. dc acrcditarse Ia
configuración tlc alguna tlc las causalcs indicadas cn el ya citado articulo 62 de la l,c¡'
No.38 tlc 2000, potlrá la auloridad adminislraliva que cmitió dicho acto ordcn¿¡r su
rcvoca(oria.

Por último, habida cuenla que el MIVIO'f busca dejar tales acuerdos "sin efecto" para brindar a

los afbctados una soluc¡ón habitacional dentro dc otros programas geslionados por dicho Ministerio, cprc

no impliquen erogacioncs pecuniarias: es importantc destacar que las decisiones que adoptcn las
autoridadcs adnrinistrativas, cn aras de procular Ia electividad de los derechos y dcbercs
indivitluales 1' socialcs de los ciudadanos. debcrán sujetarsc aI orden jurídico. constitucional y
legal. err los térnrinos cluc scñala cl artículo l7 constitucional: al princip¡o de rcsponsabilidad.
consagrado cn el anículo l8 dc la Constitución I)olítica. y. en concordancia con dichas normas
Ílnda¡¡cntales, obscrvar lo dispucsto por el artículo 36 de la Ley No.38 de 3 | de jLrlio de 2000.
sobre Procedimiento Admi¡listrativo General, cuyo texlo señala lo siguiente:

"Articulo 36. Ningún acto ¡:odr'á cnritirsc o celcbrarsc con
inliacci(rn dc Lrll nonr¡ jLrlidica ligcnte. aLrnqLrc ésle provenga dc
lu nrisrna autoriclad qtrc dictc o cclebrc cl acto respcctivo. NirrgLrna

aLrlolitl¿rtl ¡rodlri cclebrar o crnilil un acto para el cLral carczca clc

cornpctcrlcia dc acLrctclo cott llt lc¡, o lLrs lcglamentos."

[)icho esto. dcbcnros señalal c¡uc el otorgan]icrlto dc una solución habitacional a los albctados por lu

inundación ocurrida cn 20 | 8 cn la barriacla Plaan Valenc ia. dentro de otros programas gcstionados por cl
MIVIOT, cs una dccisi(rn que corrcsponclc al ejcrcicio l'uncional de dicho entc r¡inistcrial; no así a la
Iunción asesora que por mandato constitucional y lcgal compete a esta Procuracluría. la cLral. de

conlbnniclad con lo dispLresto en el anículo 2 clc la l-c¡, No.38 dc 3 | de julio clc 2000. se circunscribc al

hrlbi«r .juríclico xdnrinistrativo clel Ilstado. cxcluyenrlo las compctcncias cs¡rcciales quc tcngiln otr()s

orqanisrlos olici¿rles.

l'-spcnnros dc csti.l rnancra habcrlc oliuirjo un¿r ñ:splrcst¿l objetiva sobrc sus inlcrmgar]tes. en base'a lo
que señala cl ordcnamiento positivo rcspccto al tcrna objeto de su consulta. rcitenándolc igualmentc quc
la misma no reviste caácter vinculante.
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